Ley 32/2010, de 5 de Agosto, por la que se establece un sistema especifico de protección por cese de actividad de los trabajadores autónomos.
La Ley 32/2010 completa, junto a la Ley 20/2007 del Estatuto del Trabajo Autónomo,  la normativa referente a al Régimen Especial de trabajadores autónomos.  Con ella se sigue la tendencia europea, ya que recoge el criterio de protección social a los trabajadores que ejerzan actividad autónoma en su Directiva 86/613/CEE.

En el contexto del marco jurídico vigente el Estatuto del Trabajador Autónomo de 2007  se erige en la norma básica que regula la protección social del trabajador autónomo por cuenta propia que, hasta su promulgación, venía contenida de forma parcial en la Ley General de Seguridad Social, por el que se regula el Régimen especial de la Seguridad Social de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. En el Estatuto del Trabajador Autónomo, en su Disposición Adicional Cuarta recoge el mandato para la regulación de un sistema específico de protección por cese de actividad para los trabajadores autónomos. 

La ley se organiza en cuatro capítulos. El primero de ellos, regula las normas generales del sistema especifico de protección por cese de actividad del trabajador autónomo, delimitando el objeto de protección y el ámbito subjetivo, que alcanza a todos los trabajadores autónomos incluidos en el  Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos de la Seguridad Social cubiertos por las contingencias derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, incluyendo a los trabajadores agrarios.  Asimismo, se incluye la acción protectora del sistema de protección que está conformada por una prestación económica y la cotización de la Seguridad Social por el trabajador autónomo de las contingencias comunes al régimen correspondiente, incluida la común por incapacidad temporal, salvo el supuesto del correspondiente régimen de Seguridad Social en que de forma específica no se cotiza por dicha contingencia común.  La ley en dicho capitulo establece los requisitos específicos para el nacimiento del derecho y la protección necesaria para su situación que debe de ser involuntaria y tendrá que acreditar. 
En el capitulo segundo aborda el régimen de la protección por cese de actividad del trabajador autónomo que supone determinar las reglas de solicitud y nacimiento del derecho.

El capítulo tercero regula el régimen financiero de la prestación económica, destacando de este capítulo el órgano gestor del mismo, las Mutuas de Acciones de trabajo y Enfermedades Profesionales, ya que las mismas son entidades colaboradores del sistema público de Seguridad Social. Se atribuye, también a los servicios públicos de empleo autonómicos y en su caso, al Instituto Social de la Marina la gestión de las medidas de formación, orientación profesional y promoción de la actividad emprendedora de los trabajadores autónomos. 

En el último capítulo se regula las obligaciones de los trabajadores autónomos, el impacto sobre las infracciones y la determinación de la jurisdicción competente. 

La ley se completa con quince disposiciones adicionales, una transitoria, una derogatoria y siete finales.  

De las disposiciones adicionales podemos destacar la regulación de la mejora en la prestación para los trabajadores autónomos que hayan cumplido los 60 años, hasta la edad en que puedan causar derecho a la pensión de jubilación. También se regula la solicitud y gestión de la prestación por cese de actividad de trabajadores autónomos que no tiene cubierta la protección dispensada por contingencia profesionales con una Mutua de Accidentes de Trabajo, sino con otra entidad Gestora de la Seguridad Social.  Asimismo, podemos destacar la posibilidad de pago único de la prestación por cese de actividad. 

Con la entrada en vigor de esta disposición se modifica el Texto Refundido de infracciones y Sanciones en el Orden Social aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, la Ley General de la Seguridad Social en materia de notificaciones por medios telemáticos o informáticos y  la Ley de Prevención de Riesgos Laborales en materia de funciones de las mutuas de accidente de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social. 
La disposición final séptima establece una  <<vacatio legis>> de tres meses para su entrada en vigor. 

